








lEiMBAJAlDA D1Ei LA REPUBIJCA ARCENTINA

San José, 20 de Diciembre de 11993

AL 326/93

Al señor
Lic. 1\l[IIl1lLU~l ]E. Ventura
Secretario
COrIiIE! Interarnericana de Derechos Humanos
(j~b!!j~ª~¡!,

Tengo el agrado de dirigirme a Usted en relación a su nota
CDI-[/S··~62-93 referida al caso No" 'W9S!l (sic) "REC;GlARDO TOL.OSA", por la cual se solicita al
Cobierno de la República Argentina un informe sobre lasmedidas q1Jlo~ se hubieran lomado respecto al
caso citado,

Esta Representación cumple en informar que ya existe fallo del
Poder [udicial sobre el terna y que el mismo ha sido remitido a esta Representación por Correo
Diplomático, ,d cual una vez recibído será enviado a esa Corte.

No obstante 110 anterior, 5,~ anticipa que II,al sentencia ordena
"hacer cesar la guarda pro\lisolria de los rnenores.;", "poniendo dicha situación en ca1J<":¡,31 de una familia
sustituta" y "...estableciendo el tratar de lograr un acercamiento de los menores con su familia de
origen",

Eso fue lo solicitado originalrnente p()r la Corte, entendiéndose
que el citado fallo dará pür concluido el caso.

Asimismo se informa que en conversación telefónica de la
Dirección General de Derechos Humanos y di" la Mujer de la Cancillería Argentina con "Abuelas de
Plaza de Mayo", estas. últimas manifestaron estar conforme con la familia sustituta designada a 10:5

mellizos y que esta conformidad 1.:31 habrían transmitido :31 la Corte Interamerícana de Derechos
Humanos,



Cabe agregar que en la fecha" la Dirección General die Derechos
Humanos y de la Mujer de la Cancillería Argentina, informó a esta Representación que los menores
Gonzalo )(,3n/jIIE'r y Matías Angel' Reggiardo Tolosa actualmente están COI1l miembros de su familia
leg:ítima, SlJlS tíos Tolosa.

Aprovecho la oportunidad para renovar a Usted las
seguridades de mí consideración más distinguida.

{O I-Iayd'2'2' V" OSlm'31

Encargado de Negocios a.i.

I-IVO/el:

ce: Arch.



8 de noviembre de 1993

Señor Secretario:

Tengo el agrado de dirigirme a usted con el objeao de remitirle el texto de la solicitud die una
Opinión Consultiva que la Comisión Interamericana de Derechos 1-[1JlI11lilIIlO:S'" en su 134" período de
sesiones, acordó solicitar a la ilustre Corte Interamerícana de Derechos Humanos. respecto a la
Interpretación del artículo 4,. párrafosZ y 3, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos,

Sin otro particular aprovecho la oportunidad para expresarle el sentimiento de mi más alta y
distinguida consideración.

(O Edilb Márquez Rodríguez
Secretaria Ejecutiva

Lic. Manuel Ventura Robles
Secretario
Corte Interamericana de Derechos Humanos
SanJosé, COSilla Rica
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SOLICITUD DE OPJlNION CONSULTIVA

COMISION INTERAMERICANA DE DERECI-IOS HIJMANOS

'Washington, D.C.

La Comisión lnteramericana de Derechos I-IlJIInaIllOS" en su condición de órgano de la
Organización de los Estados Americanos encargado de fomentar la observancia y protección de los
derechos humanos, solícita a la Corte Interarnericana de derechos Humanos, en ejercicio de las
facultades que le concede el artículo 64(1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, una
opinión consultiva sobre la interpretación del artículo '1 párrafo 2 (in fine) l' párrafo :3 de la
Convención.

ESl:iE~ tema fue tratado por la Comisión en diferentes contextos pero la necesidad de su
consideración en esta oportunidad se ha 'lg:lHJ.izadlo con motivo de la incorporación de una disposición,
en el Artfculo Ltü de 1101 nueva, Constitución del Perú, mediante la cual se amplian los casos de
aplicación de la penal de muerte a delitos exentos de la aplicación de esa pena en la Constitución
Política vigente desde el año 1979" en contradicción con lo previsto en el Artículo 4" párrafos 2 y 3, de la
Convención Americana.

La Comisión estima que se tirata de un problema de carácter genérico" qm> puede surgir con
respecto a varios artículos de la Convención. Sin embargo, de conformidad con el artículo 51,. párrafos
]1 y 2" del Reglamento de la Corte Interamerícana de Derechos Humanos, la Comisión presenta esta
solicitud de opinión consultiva respecto de las disposiciones específicas que se mencionan a
continuación:

De acuerdo con la Constitución Política die 1979, en el Perú la penal de muerte se aplicaba
exclusivamente al delito de traición a la patria en caso de guerra exterior,

En vista de la ampliación de los casos de aplicación de la pena de muerte que autoriza el
artículo 140 die la nueva Constitución peruana" la Comisión Interarnericana de Derechos Humanos
solicita una opinión consultiva respecto al artículo 4 párrafo 2 Un fine) y párrafo 3 de la Convención
Americana de Derechos Humanos. Las disposiciones pertinentes establecen:

No hay pena de muerte, sino por traicíón a 'la patria en caso de guerra exterior.

La penal de muerte sólo puede aplicarse por el delito de traición a 'la patria en caso de guerra, y
el de terrorismo, conforme a las leyes ya los tratados ele los que el Perú es parte obligada.
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2. En los países que no han abolido la po-na de muerte, ésta sólo podrá imponerse P[lI' los
delitos más I~;ral"es, en cumplimiento de sentencia ejecutoriada de tribunal competente y de
conformidad con una ley qWE' establezca tal pena, dictada con anterioridad a la comisión del
delito. Tampoco se extenderá su aplicación a delitos de los cuales no se la aplique actualmente,

3. Nose restablecerá la pena die muerte en los Estados q¡ue la han abolido.

La Comisión desea señalar que su solicitud de opinión consultiva se refiere a dos situaciones
específicas distintas.

La primera se relaciona con el efecto jurfdico qUE! tendría, en términos de las obligaciones
internacionales de un Estado parte en la Convención, la sanción die una disposición maniñcstamentc
víolatoria de sus obligaciones según la Convencí "[) corno es, por ejemplo. el de una l¡'E~Y u otra norma
juríd.ica que amplía la aplicación de la pena de muerte a casos no contemplados previamente en la
legislación del Esltado.

La segunda situación tiene que ver con las obligaciones y responsabilidades de los agentes o
funcionarios de un Estado" cuando éste dicta una ley cuyo cumplimiento se traduce en una violación
manifiesta de la Convención Americana sobre Derechos Humanos

1. Respecto a la primera situación, la Comisión plantea la siguiente pregunta:

Cuando un Estado parl:e en la Convención Americana sobre Derechos Humanos dicta una ley
I[IW,' viola manifiestamente las obligaciones qw" el Estado ha contraído al ratificar la Convención, cuáles
serían en ese caso los efectos jurídicos de esa ley en vista de las obligaciones internacionales de ese
Estado?

2.. Respecto a la segunda situación:

Cuando un Estadio parte en la Convención dicta una ley cuyo cumplimiento por parte de los
agentes o funcionarios de ese Estado se traduce en una violación manifiesta de la Convención, cuáles
son las obligaciones y responsabilidades de dichos agenn-s o funcionarios?

"El. Jl,LI;~¡~t!J;jj;~[uj~L¡lRl!!j~;t!L!;jl~[~~~~!JJt¡~¿]U~~~lC!~!i!j;jgniU;¡11[U~Li!!:r!!2H¡u;l!~ __mmll~~Jt¡~!!j;jjU;l!~.Jj!.
!;;j;~mj12j~;t!!,

Conforme al artículo 33 de la Convención Americana. sobre Derechos Humanos, la Comisión es
uno de los órganos que tiene competencia respecto de los asuntos relacionados con el cumplimiento de
los compromisos adquirídos por los Estados Partes en la Convención.

Además, de acuerdo con el artículo 411 de la Convención Americana, la Comisión tiene la
función principal de promover 11,31 observancia )1 la defensa de los derechos humanos. EII artículo 64.1 de
la misma Convención dispone, pOlr su parte, que la Comisión es uno die los órganos de 'la OEA que,
dentro de su esfera de competencia podrá consultar a la Corte sobre la interpretación de 'la
Convención,
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c. t~!j;~m];~!]¡~j~X!¡!jJ[!~!;!;¡!lj[~§~§u!j¡J~;~§~I~§~h~l¡1ª~;!!l~j~jm_l¡U;;!lj[[!i!!jj;~[L.t[~!j¡j[¡!lJ[~§~[]~¡~miu;l§~J;1g]:;~¡~t~!l~j

!:h!!nª-!!jl~j:

A todos los efectos relativos a esta petición, la Comisión Interamericana die Derechos Humanos
designa como delegado al Profesor W. Michacl Reísman, Las notificaciones, convocatorias, y demás
comunicaciones deben enviarse a 11a Secretaría de 1la Comisión, situada en 1889 F Street, ]\f.'iV....
W'ashinglon, D,C. 20006,. E.U.A.



1"ARECIER

CJ/ICI6,r

Pedido de Opinión Consultiva
a la Corte Intcramericana de
Derechos Humanos sobre la
interpretación del articulo
'~I, mi 2" y 3" de la Convención
Americana sobre Derechos Humanos

La Comisión Interarnerícana de Derechos HUIIlliUIOS, con base en el artículo MI, § 1" de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos, pidió a la Corte Interarnericana die Derechos
Humanos una opinión consultiva sobre la interpretación del artículo 4"" :~j 2"" in fine, y ~¡ 3" de la ciliada
Convención (I), Tal solicitud se desprende del artículo 140 die la llueva Constitución Peruana (:1) que" si
se compara con la anterior Constitución de 1979 (3), amplió las hipótesis de aplicación de la penal de
muerte, contradiciendo los dispositivos arriba mencionados de la Convención citada.

La Comisión resaltó que la formulación de opinión consultiva tiene en mente dos, situaciones
distintas,

Con respecto al efecto jurídico sobre las obligaciones internacíonales die un Estado miembro de
la Convención, a raíz de La, adopción de alguna disposición que viole manifiestamente obligaciones
asumidas a través de esa misma Convención, la Comisión formuló la siguiente pregunta:

(11) Artículo 4" .- Derecho a la vida

2. En 108 países que no han abolido la pE~:na de muerte, ésta sólo podrá imponerse por los
delitos más graves, en cumplimiento de sentencia ejecutoriada, die tribunal competente y de
conformidad con una ley que establezca tal pena,. dictada con anterroridad a la Comisión del delito.
Tampoco se extenderá su aplicación a delitos a los cuales no ~,E' la aplique actualmente.

(2) Artículol-sü diE' la Constitución Peruana die ]1993:
"La pena de muerte sólo puede aplicarse por el delito de traición a la Patria en (,<l,SO (k,

g:lU!rra" y el de terrorismo, conforme a las leyes y a los tratados de los q¡ue l~l Perú es parte obligada".

(3) Artículo :2:3S de la Constitución Política del Perú die ]19?9:
"No hay pena de muerte, sino IX)!' traición a la Patria en caso de gllerr,a exterior",
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"Cuando un Estado parte en la Convención Americana sobre Derechos Humanos dicta una ley
que viola manífiestamente las obligaciones que el Estado ha contraído al ratificar ]101 Con vencíón, cuáles
serían en ese caso los efectos jiurídicos que esa ley en vista de las obligaciones internacionales de ese
Estado'?'"

Relati VD a las obligacíones y responsabilidades de los agentes y funcionarios del Estado 101
pregunta es la síguíente:

"Cuando un Estado parte en la Convención dicta una ley cuyo cumplimiento por parte de los
agentes o funcionarios de ese Estado se traduce en una violación manifiesta de la Convención, cuáles
~~()]111asobligaciones y responsabilidades de dichos agentes o funcionarios?"

Examinando los artículos citados de las dios últimas Constituciones peruanas, no cabe duda de
que hubo un aumento de crímenes penados con la muerte. Mientras que la Constitución de 1979
sostenía corno susceptible de tal p"na únicamente la traición a la patria en ,¡:,aISO de g!Lll!rr.al exterior, la
de 11993 agregó elterrorismo. Son dignos de resaltar dos aspectos en el artículo 140 de la Constitución
vigente hoy día en el Perú. En primer lugar habla de traición a la patria en caso de guerra, sin el
calificativo externa, lo que posibilitaría la pena de muerte incluso en caso de guerra civil. En segundo
lugar, la parte final del mencionado artículo es significativa, pues subordina la aplicación de la pena
capital no solamente a las leyes internas del Perú .. sino también él los tratados internacionales de los
que el país es parte. Así. se supone que, manteniéndose el país corno miembro d1'E~ la Convención
Arnericana sobre Derechos Humanos, con certeza tanto la doctrina interna como la internacional,
levantará la problemática de tal posibilidad die que se aplique en el Perú la pena de muerte" con relación
al terrorismo, en tanto ese país esté obligado por el § 2" del artículo 4" de la ya citada Convención.

Con relación a la primera pn!gunta formulada por la Comisión.. aunque la misma haya sido
planteada como tesis, es necesario precisar que con la sola edición de la Constirución de "1993" no hubo
por parte del Perú violación die las obligaciones contraídas en razón de haber ratificado la Convención
erl cuestión (4). Esto porque), COlmo ya fue observado, aunque haya sido ampliado el espectro de
crímenes pasibles die ;5~2~Jr penados con la muerte, hubo un reenvío no solamente hacia la ley interna.. sino
también, hacia los tratados internacionales a los que el PenJI pertenece. Respondiendo ahora él la
pregunta en tesis.. pienso en lo siguiente. Primero. la simple edición de ley en contraposición no sería
violatoria de obligaciones internacionales.. pues sería necesario. para que tal violación se estableciera, la
concretización de sus disposiciones. En segundo Jugar, el centro del problema se resuelve por la teoría
qu~~ cada Estado siga en materia die jerarquía dI?' leyes .. Si adopta un verdadero monismo, o sea el
monismo con prevalencia del Derecho Internacional, ]Ia norma convencional internacional prcvaleccra.
Si por el contrario. se privilegia el dualismo, 'la norma posterior tendrá prevalencia. -la le)' posterior
revocala anterior- sin que se tome en cuenta su orígen internacional o no. Tal resolución, cuando omite
una norma proveniente de un compromiso internacional, puede dar ocasión para Ila responsabilidad
internacional. No obstante tal inconveniente, la adhesión a tal escuela, que tiene a los Estados Unidos

(4) Corno maximo se diría que el Perú, que firmó, pero aún no ratificó la Convención de Viena
sobre el Derecho de los Tratados de 1969, no estarfa observando lo dispuesto en los artículos 26, qUl2'
asevera que todo tratado en vigor obliga a las partes y debe ser cumplido P(H ellas de buena fe, y 27,
que impide que una parte pueda invocar las disposiciones de su derecho interno para justificar el
incumplirntento de un tratado. Recuérdese que, además de que esas normas no poseen sanción en caso
de incumplimiento, ",1 artículo 2'7, de nítido cuño internacionalista" se encuentra contemplado en el
artículo 46 de 11.2l misma Convención, que admite salvedades de contenido consñtucionalista.
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de América como líder, es corriente en los días actuales. Como última observación con referencia a la
Primera pregunta planteada por la Comisión, recuérdese que Iosmodernos Estad os soberanos,
teniendo la Constitución como fundamento del ordenamíento jurídico nacional, generalmente no
aceptan que una norma, anterior o posterior.. aún originada en una convención internacional, pueda
derogaJr una norma constitucional.

La respuestaa I¡¡ segunda parte forrnulada por la Comisión varía según ]I'aI perspectiva en que se
coloque el interlocutor, Constitucionalmente hablando.. los agentes y funcionarios del Estado están
Hgados a 11,,1 Constitución, no pudiendo buscar fundamento incluso en convenciones internacionales en
que 12'11 Estado sea parte, para, incurrrplirla. Examinando la P roblernátlca bajo la óptica internacional, la
visión sería inversa, Ilustrando la efectividad práctica de tel distinción, recuérdense los crímenes contra
la humanidad tipificados en alguna convención internacional o consagrados por la costumbre. El
hecho hipotético de que un agente o funcionario de un Estado ose base en ]1.'1 Constitución de ese mismo
Estado p¡¡ra cometerlos, no 11'2' servirfa de excusa delante de una Corte internacional. En todo caso.. el
asunto COnCI'iE~to puesto por la Constitución peruana vigente no se encuadra pe ríectamente 'en el
ejemplo arriba citado, 4~(~~uién y cómo respondería Perú, si ese país sin denunciar 1I.a, Convención
Americana sobre Derechos Humanos, condenara y ejecutara a alguien en virtud de terrorismo? .¡Los
constituyentes que establecieron el artículo 1140 de la Constitución vigente (recuérdese que la misma
terminó siendo aprobada en referendum popular), los jueces que pronunciaron la sentencia o quién
efectivamente la IE~.i'E~C~lltÓ¡'

Es lo que me pan,,:e s.m.j,

Brasilia, 23 de diciembre de 11 993.

(1) Oo.aio Grandíno Rodas)
Consultor [urídico



A,NEXOI Xn,·B

IRIEiI'UULICA DE COSTA RICA
Mínísterlo de Relaciones Exteríures y Culito

20 de diciembre de 1i 993

Doctor
Rafa,d Ni.ell:o Navía
l"RESIDI~NTE

Corte II~lteramerícana
de Derechos H1UIIl1l"lIW:s,

San JOl¡4!, Costa JRik,al

Señor Presidente:

Tengo él honor en dirigirme a Vuestra Excelencia con ocasión de aCUS,é31r recibo de la
nota del día Jl1 di! noviembre de 11993" referente a la Opinión Consultiva 14/00'7-93 presentada p<n la
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, relativa a la in terpretación del artículo 4" párrafos :1 y
3, de la Convención Americana de Derechos Humanos,

Al respecto el Gobierno de Costa Rica expone las siguientes observaciones:

1",· ADII¡[][SnnLIDAD DE LA I"ETICION DE OI'INION CONSULTIIVA"

Hay qlele tener presente que al momento de presentarse la petición por parte de la
CIDH la nueva Constitución del Perú no había entrado en vigor, ya qw,' los resultados oficiales del
referéndum no han sido dados" y por ello no se ha podido promulgar la misma" por lo tanto, dicha
Coustitución se tiene que tomar como el "Proyecto de Constitución",

En tal sentido" la petición presentada P(H la C[DH sobre la compatibilidad entre el
Proyecto de Constítución del. Perú y los mencionados artículos de la Convención Americana de
Derechos Humanos, es perfectamente admisible.

Dicha admisibilidad se desprende de la misma decisión de la Corte lnterarnericana de
Derechos Humanos, cuando afirma que:

"~~2," Fueren L~lS consíderaclones antecedentes las que 1I.Ie~Ví:U·Ol1l a la COI'b~, en esa ocaaién,
'jl absolver Ia consulta formulada y a. decidir que, en determinadas circunstancias, la Corte. en
ejercicio di! la facuttad contemplada <!111 el artículo 64l.:1. )HI'1'd,! contestar consultas "'Oh:I"1'

Compatfbiltdad entre "IHOYI!(:I:mi di! ley' Y la Convencién (Opinión Consultiva 01c,·1I21'9'l del 6 d11'

diciembre de 1'519JD,,"
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z- H1EiCHOS QUE I"RODUJIERON LA SOLIC][TUD][)IE OI"INION CONSUL']['JVA.

El Gobierno de Costa Rica estima que el problema en su fondo" sin menoscabo de las
preguntas qu<,~ presenta la CIID1HI a la Corte, es idéntico al decidido por la Corte en la Opinión
Consultiva OC-J/!!3 del 8 de setiembre de 1983" pOI' 110 tanto" las respuestas que diera la Corte en dicha
instancia son valederas y aplicables en su fondo ti los hechos de los cuales se deriva la petición actual,
es decir:

""I.A CORTE"

2.:- Por unanimidad,

decide qu<,~ es, competente pua rendir esta opinión consultiva, JI

;31.,.- en cuanto l31 las preguntas contenidas en la consulta formulada por la
Comisión sobre la interpretación de los articulos 4.2 y 4,4 de la
Convención,

ES DIE OI'liN1ION

a .. ) En respuesta él la pregunta

1.·· ¿Puede un Cobiemo aplicar la pena de muerte a delitos pal'a los cuales
no estuviese contemplada dicha pena en su Jegü;lación interna. al momento de entrar en vigor para ese
Estado la Convención Americana sobre Derechos IHI urnanos?

1"01' unanimidad

que la: Convención prohíbe absolutamente la extensión de la pena de muerte y
q1Jll,~" en consecuencia, no puede e] Gobierno de un Estado Parte aplicar la penll de muerte a delitos paral
'los cuales no estaba contemplada anteriormente en su Iegislación interna" y

2,- ,¡T'IHde un Cobíerno, sobre la base de una reserva hecha al momento de
la ratificación al arrículo ,t inciso 4 de la Convención, legislar con posterioridad a la entrada en vigor de
la Convención imponiendo la pen.al de muerte a delitos que no tenían esa sanción cuando :5,10' efectuó la
ra tificación?

Por unanimidad

que una reserva ilimitada por SIl propio texto al artículo 4,4 de la Convención,
no permite al Gobierno de un Estado Parte legislar con posterioridad para extender la aplicación de la
pena de muerte respecto de delitos para los cuales no estaba contemplada anteriormente."

a- I"RIMERA lf'H:EGUNTA l'ORMIUll,ADA I'OH: LA CIDH:

Cuándo un Estado parte en la Convención Americana sobre Derechos Humanos dicta
una ley que viola manifiestamente las obhgacroncs que el Estado ha contraído al ratificar la
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Convención, cuáles serían en ese caso 'los efectos jurídicos de esa ley en vista de las obligaciones
internacionales de ese Estado?

Es importante tener presente a 11.21 hora de externar opinión sobre este terna, los
siguientes factores:

Lo dispuesto en la actual Constitución del Perú respecto al valor que tienen los tratados internacionales
sobre et derecho in temo" incluyendo la misma Constitución vigente. Lo anterior, para determinar si la
nueva Constitución del Perú en cuanto ley, puede ir en contra de ]0 acordado internacionalmente en
un tratadomultilateral como es la Convención Americana sobre Derechos Humanos..

~L·, SIE!GUNDA I"REGUNTAFORM:ULADA ]f'OR LA C][[)H;

Cuándo un Estado parte en la Convención dicta una ley cuyo cumplimiento por parte
de los agentes o funcionarios de ese Estado se traduce en una violación manifiesta de la Convención,
cuáles son las obligaciones y responsabilidades de dichos agentes 1] funcionarios?

Consideramos que este terna es el más delicado por resolver! y que la ]pregunl:a corno
está formulada deja muchas dudas sobre su fondo y alcance" pDr 110 tanto" se hada necesario una
aclaración mayolr del sentido en que se plantea la misma.

El Gobierno (Ü~ Costa Rica otorga gnll1l importancia a esta petición de Opinión
Consultiva presentada por la CIDH a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, pues como 110 dijo
la misma Corte:

"abstenerse ..... de atender la snllcitud de un Gobíemo porque S'!! trate de "proyectos di! 112')"" Y
no de 1'2')'1!1¡ formadas y en vigor, podría, en algunos l:iISO!¡, equívalera forzar a dichn Gobierno a la
violacíén de la Cenvención, mediante la adopcién formal y postbtemente la aptícacíén de la medida
legil¡],llti.vil..para luego acudir a 11,/1 Corte 12,n busca de ],1' opíníén (Opinirin Consultiva OC",·JI2/'3'1" párr.
:~() d,!!16 de diciembre de 1991)."

Le reitero al señor Presidente. 'las segu:irdades de [ni más alta y dtsnnguída
consideración y estima.

(1) DI', Bernd 1-\,. Niehaus Q,
MIIN]iS']['RO

e.e.. :: Lic. Herrnes Navarro dell Valle
MIINISTRO CONSEJIERO DE C .. H.. OIE~A

Lic. Melvin Sáenz Biolley
DIRECTORI'OLJiTlCA EXTERIOR

DI. Jorge A Corrales UlIoa
DIRECTOR DIIRECC][ON JIUIUD][CA

RRlllMIO""



A.lVEXOIXll·C

REI'llHI1LICA DELl'lERlJ
MINIS'][1El'lIO DE RELACIONES IDeTERIORES

Lima, 29 de Diciembre de 19~'3

Señor
Presidente de la
Honorable Corte Interamericana de
Derechos Humanos.
San José, Costa Rica.

Señor Presidente:

La Comisión Interamerícana de Derechos Humanos I[ClDI-I)i,. órgano especializado del sistema
de la Organización de los Estados Americanos (OEA} se dlngió recientemente a la Honorable Corte
solícitándole una Opinión Consultiva (CC,·114)1 sobrela interpretación del artículo {, párrafo 2 (in íme) y
párrafo :3 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en aplicación -segün la CIDI-I·· (J<:' las
facultad es que le confiere el artículo 6~1 (I) de dicha Convención.

Los díspositivos sobre los cuales ~~e solicita una opinión consultiva estén referidos al artículo j~~

de la Convención, derecho a ]1031 vida, en el cual se establecen 'las condiciones en las que se puede admitir
la aplicación de la pen'31 capital y el cual señala, asimisrno.. la prohibición de extender su aplicación a
delitos a los cuales no se le aplique actualmente (artículo 4" parrafo :0 y a no restablecer la pena en los
Estados que ya Ila han abolido.

D,,: conformidad con lo establecido en el arttculo 54.2, de'! Reglamento de la Corte
Interamericana de Derechos Humanos, el Gobierno del Perú somete al consideración de esa Honorable
Corte sus observaciones escritas sobre la solicitud de opinión consultiva formulada por la CIIDHI,

Para proceder a un análisis adecuado de la solicitud de la CIDI-I y determinar su legalídad y
viabilidad jurfdica.. :5",' ha efectuado un análisis jurídico de dicha solicitud. a partir de tres factores:

.31" Capacidad de la parte.
b. Requisltos formales de presentación
c. Cuestiones de fondo.

Este aspecto se encuentra previsto en el articulo 6~, de la Convención.
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El mencionado artículo establece dos procedímientos paral acceder a lo:" mecanismos
consultivos de la Corte. Un primer mecanismo 12'15 ,,:11 contemplado en ,,:11 párrafo 1 del artículo 64 de la
Convención, que S(~ refiere a 'la capacidad de los Estados miembros de la Organizacíón así corno a otros
órganos "en lo que 1112'S compete". Este es el mecanismo que ha invocado la CJIDB en la comunicación en
la que ha solicitado opinión consultiva a la Honorable COlrI:iE:.. ],,21 misma que hace en su calidad die
órganos del sistema de la OEA "encargado de fomentar 11,21 observancia y protección de los derechos
humanos".

El p..irrafo 2, del mismo artículo 64~ establece' un segundo mecanismo que confiere una
capacidad exclusiva, en favor de ]!OS Estados miembros de la Organización para solicitar opiniones
consultivas cuando se trate de situaciones "acerca de la compatiblidad entre cualquiera de sus leyes
internas" y la Convención lJI otros instrumentos internacionales de carácter regional en materia de
derechos humanos.

La C1DI-I,. como entidad especializada de la Organízaclén, invoca el procedimiento que le
posibilita el párrafo 1 del artículo 64, pero incide en un:" materia que esta reservada exclusivamente a
los Estados de cuyas leyes nacionales se trata, lo q1JllE~ esta contemplado de un dispositivo diferente,
-párrafo 2 del: mismo artículo 6I- qw,~ prevé una situación completamente distinta y que constituye,
asimismo, un mecanismo que tiene diferentes alcances a 'los que pretende la CI DB en su solicitud de
opinión consultiva, En dicho artfculo claramente se seña!a qUE~ "la Corte a solicitud de un Estadn
miembro di! la Org¡lI1Ii¡!¡1d!6111 podrá darle opiniones acerca de la compatibilidad entre cualquiera de
!;1JI:5i lc~Y'E~:S' internas y los mencionados instrumentos ínternacíonales".

El hecho q¡ue la Convención haya establecido dos mecanismos separados obedece a la intención
legislativa del tratado de dejar claramente establecido en qué casos y quiénes estéjn facultados a
solicitar opiniones consultivas a la Corte. El artículo 64, párrafo 2 de la Convención tiene su ratio legís
en precisar, sin lugar él ninguna duda" que solamente compete a los Estados, de cuyas leyes internas se
trata, el poder recurrir en vía de opinión consultiva a la Corte cuando exista una presunta
incompatibilidad entre una norma interna de ese Estado y la Convención.

Es manifiestamente clarosbesta leer el: texto de la solicitud de la C:lDH.. patra apreciar como se
ha forzado la Ilóg.ica procesal en la solicitud de la ClDH. Este órganos del sistema interamericano hace
referencia expresa a una situación interna peruana, pretendiendo cuestionar indirectamente una ley
nacional, este es .. la nueva norma contenida en ('1 artículo 140 de la nueva Constitución del Perú. La
CIDH pretende que la Honorable Corte se pronuncie sobre los alcances de dicha dísposícíón
constitucional peruana y las consiguientes obligaciones del Estado peruano estando a 10que establece
I,~II artículo .41, párrafo 2 {in fine) JI párrafo .3 de la Convención. La ClDH olvida que cuando se trata de
asuntos que inciden en aspectos relacionados a la compatibilidad entre una ley interna JI las
obligaciones internacionales que establece la Convención y los demás instrumentos n:gionaJes sobre
derechos humanos, el mecanismo de consulta es el: previsto en di párrafo 2,. del: artículo ,f,4, el mismo
que es una :f'I':lJIH.2ld exclusiva d'~'11 Estado '~11I'1' requiere de un" ínterpretacién sobre el alcance de SI¡IS

leyes internas y sus correspondientes obligaciones internacionales que emanan de un tratado, en este
caso la Convención. La CIDH no PU'E,(J¡, inVOGH ni acogerSE'a dicho mecanismo.

En ese sentido, es manifiestamente claro que la C[DJ~[ no está facultada para solicitar este tipo
de interpretaciones IIf", opinión consultiva a la Honorable Corte. Carece de leg;itimidadl pa:ra recurrir a
la Corte por tratarse de un asunto previsto pOlr la Convención en una norma distinta y específica a la
que invoca la C1DI-I. Admitir la solicitud de opinión consultiva en esas condiciones sería sentar un
desafortunado precedente en la medida que se propiciaría una injerencia desproporcionada de un
órgano que forrna parte del sistema de la Organización dile los Estados Americanos en los mecanismos
legislativos internos de los Estados miembros, facultad que la Convención ha reservado exclusivamente
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él los Estados para los casos de interpretación de sus propias leyes nacionales, En consecuencia, la
solicitud de la CI])H es inadmisible por no contar con legitimidad pal',al dirigirse a la Honorable Corte,
por tratarse die una materia que es die exclusi va competencia die los Estados, conforme lo señala el
párrafo 2, del artículo 64 de la Convención, que es el dispositivo aplicable al Ci3"5ü,

Sobre este aspecto, el Gobierno del Perú desea hacer especial énfasis sobre su enorme
preocupación, dado ILa forma como está formulada la solicitud, respecto a una presunta intención de la
C]DH die pretender que la Honorable Corte emita un pronunciamiento en forma indirecta sobre una ley
nacional p,:::ruani31 a través de una solicitud die opinión consultiva formulada por una entidad del
sistema regional -la (:IDI-¡..que no está facultada palIa efectuar este tipo de consultas, IX)!' impedírselo el
párrafo 2, del artículo 64 de la Convención, Solamente de esa manera se explica la forma tan genél-ica
como han sido planteadas las preguntas que no aluden al Perú ni a su legislación interna" pues la ClDH
no tiene facultad para ello. Sin embargo, en La parte introductoria de la solicitud sií hay referencias
directas y leXpir'es<ls a la situación peruana y a la nueva disposición constitucional contenida en el
artículo l~I(). Es decir, es evidente que la CIIDH pretende obtener en forma indirecta lo que no puede
hacer en forma directa por impedírselo 11.31 mencionada disposición de I.JI Convención.

El Gobierno del Perú considera su deber de alertar a la Honorable Corte sobre esta particular
manera como ha sido planteada II a solicitud de opinión consultiva para evitar más tarde -cn el supuesto
negado que se examine el fondo del asunto- que 11031 CIIDH pueda deducir q¡ue los alcances de una
eventual respuesta a su solicitud se aplican al la situación particular del Perú, sobre lo cual desde ahora
el gobierno peru43mo formula reserva por no ser materia expresa de la consulta..

La solicitud die la C][[)lH[ no cumple con los Presupuestos Procesales que son requisitos
indispensables para que se produzca una rclación juridica valida entre la parte que invoca L31
interpretación o aplicación del derecho, la parte que deviene obligada en virtud de dicha determinación
y el órgano jurisdiccional que aplica o interpreta -corno se pretende en el presente caso- el derecho.

Die acuerdo a la Teoría del Proceso la legitimidad o capacidad procesal es 11031 aptitud en que se
halla investida una parte para efectuar 'los actos procesales válidos por parte de los sujetos activos de la
relación procesal'. La CIDHI carece de esa legitimidad pDr cuanto pretende ejercer una acción para la
cual no tiene capacidad normativa ni funcional.

El aspecto de 11.21 legit:irniidad de la CIDHI es de una naturaleza fundamental para determinar 1131
admisibilidad de la consulta formulada. En ese sentido, el Gobierno del: Perú glosa a continuación un
listado de las partes pertinentes de diferentes Opiniones Consultivas emitidas por esa Honorable Corte
en donde claramente S~E~ establecen los criterios que sobre este aspecto se ha aplicado en anteriores
casos.

en En la Opinión Consultiva I'Jo Oll/82, la Corte lnterarnericana Sl2 pronunció sobre el marco
genc~Jral sigrnficado por el artículo 64'"' de la C0I1'v(~nC'i6n Americana. en los ténninos
siguienbes: "'l,t el Articulo 64" de la Convención confiere a esta Corre la 1111.3S amplia función
consultiva q¡ue se haya confiado a tribunal internacional alguno hasta el presente. Están
legiitil1:1latdos para solicitar opiniones consultivas la totalidad de los 6Jrgan()s de la
Organización de los Estados Americanos que numera el Capítulo X de ],31 Carta, e igualmel1.l:e
todo Estado Miembro de la misma, sea () no parte de la Convención. El objeto de la consulta
no es tú limitado a la Convención, sino que alcanza a otros tratados concernientes el Ita
protección de los derechos humanos en los Estadios amcrrcanos sin que niJr'gul1a parlte o
aspecto de dichos instrumentos esté, en principio, excluido del ámbito de esa función asesora:
Por último, se concede a todos los miembros de la ()IEA la posibilidad de solicitar opiniones>
acerca ele la cornpatibilidad entre cualquiera de sus leyes internas )' los mencionados
instrumentos internaciona les".
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En otro apartado, "Los Tratados Objeto de Opiniones Consultivas". la Corte afirma: '''39. La
conclusión anterior se p()ne especialmente de relieve al examinar lo dispuesto por If~l articulo
64.2 diE' la Convención.. qUt2~ autoriza él los Estados Miembros de la ()EA para solicitar una
opinión consultiva sobre la compatibilidad entre cualquiera de' sus leyes internas y tratados
concernientes a 11a protección d[(~ los. derechos humanos en los Estados Americanos. Se tr¡31It,81 .•

en este caso, de un servicio que la Corte está en capacidad de prestar a todos los integrantes
die] sistema interamericano, con el propósito de C(J21dYl...:lVar a '1 curnnlimicnto ele sus
compromisos internacionales referentes a dicha materia. En esta perspectiva. habida cuenta
dile qUE~ un Estado americano no está menos obligado a cumplir con un tratado internacional
po:r 12~1 hecho de que sean o puedan SI;']" partes del mismo Estados no americanos no se "le

ninguna razón par;a. que no pueda solicitar consultas sobre la compatibilidad entre cualqu icra
de sus 1:12'YI2~S internas y tratados concernientes a la proteccirin di::! los derechos humanos" que
hayan sido adoptados fuera del marco del sistema inrerarnericano..."

en En la Opinión Consultiva N" 03/83, la Corte procedió a examinar aspectos procesales C[ue
"deben resotverse desde ell principio", 12n razón de la objeción alegada por el Cobicrno (le
Cuaterna!a cuestionando 'la compcrcnc¡a de la Comisión para solicitar esta opinión
consultiva:

"23. e.. > Es rnuy claro más bien, 9ue elejercicio de la competencia consultiva de la Corte está
sometido él sus propios prcrrcquisitos, que se refieren a la identidad y a la h:'gi.timación
reconocidas a los entes ('011. derecho a solicitar una opinión, es decir, él los Estados Miembros y
los órganos de la 'OEA, éstos últimos, "en lo que les compete..."

(3)

1(4)

En la Opinión Consultiva N" OS/El:; .. la Corte hizo 1.8, siguiente distinción:

"'6. En virtud de que la consulta combina cuestiones que deben responderse tanto de acuerdo
con el artículo 64.] corno con (·11 artículo 64.2 de la Convención, la Corte rcsolviri separar
ambos proccdirnienros dado que, mientras 42:1 primero interesa a todos los E5LJc1os Miembros
>' órganos principales de la OE,I\" el segundo i nvolucra aspc'ctos legalc~s rolacionados
especialmente con la República de Costa Rica".

En virtud de tal distinción se celebraron dos audiencias: La primera, el :::' de setiembre de
1985, para la aplicación del arrículo 64.2 de la Convención, a la cual no participó la Comisión;
la 5,egunda, el8 de noviembre de 1,985, para la aplicación del artículo f::4,1 de la Convención, a
la cual sí' participó la C",H111sión (Ver: r...Jum. 7 a 10 de la 0(,··,:;/85), por lo que al tratar la
"Admisibilidad" la Corte tUVO,a1 hi(~n explicitar que:

"]6. Como ya se ha observado, la competencia consultiva de la. Corre ha sido invocada
n2Sp(~cto del arncu!o 6,4.1 de la Convencicn, por k.. que toca a la cuestión general,. y del
artículo 64 .. 2, en lo refcrcn:e a la compatibilidad entre 11'1 Ley r...jC 4420 y la Convención. Corno
Costa Rica es miembro de la OEA, está legibmad21 para solicitar opiniones consultivas según
cualquiera de las dos disposiciunes mcnc.onadas...".

En la Opinión Consultiva 1\1" 06/86, la Corte tuvo a bien precisar:

"lO. La presente solicitud de opinión consultiva debe considerarse dentro delmarco de lo
dispuesto en el párrafo ~I del artículo 64 de tal Convención" aún cuando no se IE~ invoque
especialmente, Esta conclusión es evidente ya qtle lo que se solicita es la interpretación de un
artículo de la Convención y no se plantea ninguna rucstión relativa él la "compatibilidad entre
cualquiera de sus leyes internas y los mencionados instrumentos internacionales" (art 6-4.2)".

De manera semejante, en la Opinión Consultiva N° ()7/B~;, la Corte dejó asentado qt':IC:
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"'10. El Cobierno solicita una opullon consultiva en el ámbito del artículo 64.'1 die 11.31
Convención, no 12~1rl el del artículo 64.2. Esta conclusión SI!:! desprende! del hecho de que la
solicitud S1E~ refiere expresamente al artículo 49() del RE~gJal11l2nlto, qW2~ trata de las consultas
fundadas en el artículo 64.1 y no al artículo SI delmismo que' corresponde él las previstas en
el artículo 64.2 de la Convención Aderr.ás, el Cobierno no requiere :1<31 opinión de la Corte
respecto de la compatibilidad entre alguna de sus leyes internas y la Convencíón.,".

En esta opinión consultiva corre la Opinión Disidente Conjunta de los jueces Rafael Nieto
Navia y Pedro Nikken, qluE~ sostienen: "Nuestro disentimiento se limita estrictamente él la
cuestión de la admisibilidad )' S12~ funda en las siguientes razones: L La función de la Corte es
la de interpretar noel derecho interno sino el derecho internacional (...) 3. También en el
,camnpo de su competencia consultiva, SjE~gún el artículo 64.2 de 'la Convención, la Corte está
llamada.. si así' lo solicita cualquier Estado Miembro de la ()EA, a pronunciarse sobre la
cornpatíbilidad entre una determinada ley de (~SI2~ Estado y la Convonción..". 16" (,,,.) Por esas
razones estimarnos qlJll2~ la reformulación hecha por la Corte y quele permitió evitar' todo
prorumciarniento sobre di derecho interno costarricunse no resultaba necesar ia (m esta

ocasión, sino que lo procedente habría sido declarar inad misib!e la consulta planteada }'
abstenerse d12~ responder C..) -[7.c Aún cuando hemos discrepado, por las razones antes
mencionadas, sobre el ejercicio qlue la Corte ha hecho (le S1..:tS facultades para la refOrT111J1;1¡~ld6n

de las consultas que le SiI2~.H1l sornetidas. reconocernos q1.JiE~ en el prcscarc caso dicha
reformulación no condujo a que la Corte entrara a considerar materias" como 'la interpretación
del derecho interno, que están fuera de' su competencia y qLH::~ se' limitara el análisis de 1103
Convención.. para lo cual sí está plenamente facultada"

(6) En la C)C:"9/87, la Corte expuso una consideración pertinente a la "Admisibilidad":

"16. Los términos en que está formulada la consulta y :L81S consideracrones que, según él
Cobíerno, la han originado, ponen en evidencia que lo sometido a la Corte es una cuestión
jurídica qtle no estaría referida, específica y concretamente. a ningún contexto particular. La
CO]~tE~ reconoce que circunstancias de esa naturaleza pudieran, en ciertos casos, conducirte a
hacer 'LIS() de sus facultados permisivas, implícitas en su competencia consultiva, para
abstenerse de responder U11a consulta formulada entales términos ...".

O) En la 0C-·I0/89" cuya materia fW2' interpretar el articulo 64.1 ele la Convención, quedó
claramente establecida la sola competencia de la. Comisión.. como dieotros órganos de la ()EA,
para solicitar opinión consultiva exclusivamente en materia de tratados internacionales, no
mencionándose el derecho interno ele 'los Estados como parte de esa competencia.

(8)1 En la C>C,·ll /90, la solicitud presentada por la COIl1 isión, no menciona 12'1 derecho interno dile
ningún Estado Miembro de la OEA, al e:~:poner sus consideraciones para fundar la petición dile
interpretación.

1J¡" Requisitos furmales di! La, solicitud de opíníón consultiva.

El artículo SI del Reglamento de la Honorable Corte señala taxativamente los requisitos 'jlllC~

debe reunir un pedido de opinión consultiva para el caso del artículo 64.1 de la Convención,
mecanismo que pretende invocar y acogerse la CIIDH.

Ell artículo citado del Reglamento de la Corte señala tres requisitos fundamentales que deben
estar manifiestamente claros en la solicitud.

L Formular con precisión las preguntas específicas sobre las cuales se pretende la
opinión de la Corte.
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ii. Las disposiciones a ser interpretadas.

iii . Consideraciones qlJle originan la consulta.

i. Respecto al primer requisito señalado, las dos preguntas que hace la C(DH en su
solicitud ¡,DI', de tipo genérico, no se refieren en forma especifica a ninguno de los derechos protegidos
pOlr la Convención. De la manera como están planteadas.. ambas pregunllas de la ClII)H pueden
aplicarse a cualquier tipo de situación en las cualles pueda haber una presunta contradicción entre una
le)' interna y las obligaciones que lenmateria de derechos humanos impone 1.1 Convención a los Estados
partes, No guardan ninguna relación directa con las disposiciones específicas del artículo 4.. párrafo 2
(in fine) y párrafo 3 de la Convención. derecho a la vida.

En ese scntido.Ja solicitud de opinión consultiva de la CIDH plantea dos preguntas de carácter
totalmente g~~né[':ic() a la Honorable Corte que estrictu sensu no contribuyen a aclarar ninguna
inquietud jurídia en materia die derechos humanos a nivel regional. La consulta esta redactada de una
forma suí génerís -pretendiendo orientar el petitorio hacia el caso específico del Perú y sus leyes
internas- de manera tal que los alcances interpretativos de una eventual respuesta puedan ser aplicados
de manera extensiva a la situación interna del Perú" siendo que el contenido de las preguntas -su
lectura simple no deja ningún lugar a dudas- no están referidas ni a] Perú, ni a la pena capital, ni
mucho menos a las medidas que ha adoptado el Poder Legislativo nacional, en su calidad de órgano
Constituyente. sobre esta materia. Si la Honorable Corte se centra exclusivamente en el contenido de
las dos preguntas forrnuladas no encontrará forma de emitir un pronunciamiento dado la gcnr'ralidad
con que han sido formuladas, En términos procesales, a'1 no haberse determinado con claridad el objeto
de la litis la Corte esta imposibilüada de emitir un pronunciamiento.

En consecuencia, existe una clara deficiencia de carácter forma" que hace inadmisible la
solicitud die opinión consultiva formulada por la CIDIH, al no haber cumplido con el requisito de la
especificidad en el contenido de las preguntas que dispone el artículo Sll, párrafo l, del "Reglamento de
la Corte.

De acuerdo a la TeorL3I del Proceso, '1'1 generallidlad de las preguntas formuladas a LJI Honorable
Corte por ll,al ClDH no permiten que estemos ante lo que se denomina un caso justiciable, por cuanto los
supuestos que se pretende someter a interpretación -atcndiendo exclusivamente a la forma como han
sido planteados- no tienen relevancia juridi<:a directa con el artícu ]104, párrafo 2 y ::: de II.J' Convención ni
con la situación interna del Perú a partir de la entrada en vigencia de una nueva Consti tucíón y las
medidas sobre pena capital. En ese sentido, las cuestiones planteadas a 'la Honorable Corte por 'la
CII)H[ no constituyen.. en consecuencia, asuntos que puedan ser factibles de ser llevados a la Corte para
un pronunciamiento.

ii, Respecto al requisito die señalar las disposiciones a ser interpretadas, la petición de la
CIDE ha solicitado se interprete los alcances del artículo 4, párrafo :2' (in fine) y párrafo]. ele la
Convención Americana de Derechos Humanos, y tomando como punto de partida el pctítorio
formulado arremete contra normas internas de'! Estadio peruano, artículos :135 de la Constitución del
Perú del año 11979 y "(,lO dola nueva Constitución. En otras palabras bajo la cobertura de solicitar una
interpretación del artículo 4 de la Convención, lo que pretende ]1.11 CIDH es que la Honorable Corte se
pronuncie sobre una presunta incompatibilidad o contradicción entre dicha d isposición tde la
Convención y leyes internas del Estado peruano, pua 'lo cual -Io repetimos- la CIDH carece de
facultades para recurrir a la Corte Intcrarrcricana de Derechos Humanos.
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En este caso, como ha sido señalado. la falta de capacidad procesal de la CIDH hace que su
petición devenga en inadmisible. La Honorable Corte sin entrar a conocer el fondo del asunto debe
declarar ab initio la inadmisibilidad de la solicitud de opinión consultiva formulada por la CIIDH.

U1. En 110 que concierne a las consideraciones que originan la consulta por mandato
expreso del artículo 6~i, párrafo 2,. de la Convención, está completamente demostrado -de acuerdo a la
forma como ha sido planteado por la CIDIHI- que el asunto es uno de presunta incornpatihilidad entre
las oblígactones que establece 'la Convención y los alcances de leyes internas, situación en la cual, como
ha sido plenamente explicado, la CIDH no tiene legiitimid,a,d ni competencia funcional. Los pedidos de
opinión consultiva, son, en estos casos" facultad exclusiva de los Estados, En consecuencia. esta es,
asimismo, una razón adicional para que se declare la inadmlsibilidad de la solicitud de opinión
consultiva formulada IXII' la CIDH.

De acuerdo a la Teoría del Proceso la falta de observancia en el cumplimiento formal de los
requisitos de la solicitud de opinión consultiva hace que ésta se convierta en un acto procesal
inadmisible.

No es> intención del Cobierno del Perú examinar los aspectos die fondo de la consulta formulada
por la Cl lD1-1 pues estima que las razones expresadas son suficientes palra que se declare su
inadrmsibilidad. No obstante, hay ciertos elementos en dicha solicitud que es necesario enfatizar para
entender con mayor cabalidadla pretensión de la C1D]HI.

La solicitud de la CIDH señala q¡ue al haberse ampliado los casos en los cuales podría aplicarse
la pena capital en el Perú, artículo 140 de la nueva Constitución del Estado, esta norma vscñala
expresamente la CIDI-!-- está "en contradiccion con lo previsto en el artículo ,41, párrafo 2 (in fine) y
párrafo 3 de la Convención", Es decir, la C1DH se erige por sí y ante sí como Fiscal y Juez del Estadio
peruano e invade prerrogativas que son exclusi vas de la Honorable Corte. Sobre este particular
aspecto, será necesario recordar a la CIDIHI que según el artículo l " de su Estatuto, la Corte
Interarnericana de Derechos Humanos es la "institución judicial autónoma cuyo objetivo es 'la
aplicación e interpretación de la Convención Americana de Derechos, Humanos". Por lo tanto" la CIDH
al expresar que una ley interna peruana esta en contradicción con la Convención, adelanta juicio,
prejuzga y asume facultades par'31 las cuales no esta investida. Con el debido respeto" el Cobicrno del
Perú estima que las circunstancias anotadas que están contenidas en la solicitud de la CI[)HI son
indicativas de una actitud no exenta de prejuicios que no tienen cabida en este tipo de procedimientos.

La solici tud de la CIDH debió limitarse a trasladar una inquietud jurídica a la Honorable Corte.
Por el contrario, prejuzga y adelanta liuicio sobre leyes internas del. Estado peruano al señalar en la
sección Interpretación de Disposiciones de su petitorío que la ley adoptada por el Estado peruano a
través de su Congreso Nacional, cumpliendo funciones constituyentes. es "una disposición
manifiestamente violatoria de sus obhgacioncs según la Convención". Esta es una afirmación que
deviene en inaceptable pues con ella la ClIDH se está arrogando facultades de interpretación que son de
competencia exclusiva de la Honorable Corte.

Existen otras razones adicionales por las cuales el Estado peruano considera que la CIDf-) ha
actuado en este caso con precipttación. La solicitud de opinión consultiva fue presentada a la
Honorable Corte. según constancia de recepción, el día '9 de noviembre último, es decir cuando no se
conocían aún los resultados oficiales del referéndum nacional sobre la llueva Consntucrón peruana
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donde :S,,, ha incluido efectivamente una nueva disposición sobre pena capital. Es decir, no se sabía
estrictu sensu si la Constitución sería aprobada o no y lial CIDH ya se había adelantado al efectuar un
pedido di" opinión consultiva sobre un dispositivo contenido en un nuevo cuerpo Ilegal que no tenía
vigencia alguna.

Pero aún hay más ..y para ello no se encuentra ninguna [ustificación- todo el texto de la solicitud
de la CIDH está redactado como si no existiera la última parte del artículo 140 de la nueva Constitución
del Perú q¡ue claramente expresa que la posibilidad di" dictarse nuevas normas en materia de pena
capital esté sujeta a que las mismas se hagan "conforme el las leyes ;)~jtl~~~!jbriªutil~j~~l~~J~~~~J~~~s~..:nJ~L~~J=lJ~J~~nJl

J:ju!m:I!UII¡,!iJi~ild,¡l~:' Indudablemente que esta disposición constitucional no podría excluir de ninguna
manera la Convención Americana sobre Derechos Humanos" instrumento 'internacional del cual ",1 Perú
es Estado parte. Este es un expreso mandato de la entrante Constitución del PerLÍ que la C1IDH ha
ignorado o subestimado por completo. De esta manera la actitud de la CIDH resulta incomprensible
para el Gobierno de] Perú pürque no ha tomado en cuenta para nada la última parte del nuevo articulo
constítucional citado y en una lamentable determinación ha procedido a plantear una solicitud de
opinión consultiva que ,¡'S completamente inadmisible en 'lo formal e improcedente en el fondo -si es
que se llegara a examinar el fondo- solicitud que constituye} además. una pretensión cuya pertinencia
es insostenible y que recaq~;,31 de manera innecesaria las labores. de esa Honorable Corte.

Debe tenerse muy en cuenta, que la disposícíón contenida en el artículo 1140 de la nueva
Constitución es una norma marco -conforme a ]1", naturaleza constitucional de la misma.. y que habrá
que esperar si el Congreso Nacional dentro del ejercicio de sus facultades legisJativ,as estima
conveniente legi.slar mediante leyes cspecíñcas dicha nueva norma constitucio na l. Dichas leyes
especíñcas ·,:112 ll1egar a plantearse. discutirse y aprobarse- deberán tener en consideración, por mandato
expreso de la nueva Constitución, 110s tratados de los que el Perú es parte obligada.

El citado artículo 1140 de la nueva Constitución del Perú no obliga al legislador ordinario a
dictar una ley que legisle sobre esta materia dentro del nuevo marco constitucional adoptado Esto que
es una consideración elemental de derecho constitucional ha sido, en forma sorprendente. ignolrado por
la CIDH ensu solicitud de opinión consultiva a esa Honorable Corte.

Las leyes penales -lo que incluye a la pena capital- en cumplimiento del principio de legalidad
requieren definir la conducta concreta merecedora de 'la sanción. En tal sentido el pedido de la ClDH
carece de mérito pata habilitar desde ya o pan1 constituir base causal de la emisión de una opinión
consultiva, pues se basa en una consideración de hecho y juridica aún no presentada.

Finalmente, señor Presidente, par.al el Gobierno del Perú así corno para toda la comunidad
internecíonal regional, es muy importante la decisión que adopte la Honorable Corte ante este pcd ido
die la CIDH. Debe tenerse plena consideración que los procedimientos ante la Corte son en instancia
única ]10 que no permite revisar o enmendar un fallo, dictámen u opinión consultiva una vez que estos
son emitidos. De allí que se debe extremar la cautela sobre la admisibilidad de los pedidos desde ",]1
inicio mismo de la litis o procedimiento no contencioso y. superada la etapa de la admisibilidad, ejercer
o redoblar aún más esa cautela sobre la procedencia de las acciones mismas cuando ls.e trate de
examinar el fondo de la cuestión. Ello contribuirá a promover, desarrollar y fortalecer un vigoroso
sistema judicial internacional die carácter regional que es la mejor garantía contra gestiones o potitorios
que no han sido suficientemente madurados y que se plantean, desafortunadamente die una manera
precipitada, yendo contra el texto expreso de la Convención y lesionando irmecosariarnentc los
derechos y obligaciones de los Estados ante la misma.



EL GOIH1EiRNO DEL I'lEiRU:

En atención a todas les consideraciones contenidas en las presentes Observaciones Escritas a la
solicitud dile Opinión Consultiva I[OC··114)1 promovida por la C0ll1,iÍSlíÓI11 Interamericana de Derechos
Humanos pide qU42: la Honorable Corte desestime pronunciarse SObI'iE: dicha solicitud aplicando el
precedente de sus propiasOpiniones Consultivas: o, en su defecto, sea declarada inadmisible por
razones de falta de legitirnided de la CIDIHI.• defectos de fOlrma en su posmlación o improcedente -de ser
el caso- len cuanto al fondo del asunto, pOlr cuanto IE:I petitorio de Ia CIDH constituye un pedido de
lnterpretación de una norma interna del derecho peruano para lo cual no tiene legitinudad.

eK!JliUD3U::)[][!liD~¡ll: En el (¡1:SO que la Corte L D. H. decida la realización del procedimiento
oral, ,,:]1 Gobierno del Perú solicita SIE:i31 notificado con oportunidad, para
c:ompalrecer ,al la audiencia respectiva.



iI.NEX()1 XIII

POR CUANTO la Convención Americana sobre Derechos Humanos quedó abierta a la firma y a la
ratificación o adhesión de cualquier esrado miembro de la Organización de los Estados Americanos,

y POR CUANTO la ratífícación o adhesión ,1 la Convención se efectuará mediante el depósito de un
instrumento de ratificación o de adhesión en la Secretaria General de Ila Organizacíón de los Estados
Americanos.

y POR CUANTO el Artículo 75 de dicha Convención dispone que la Convención sólo puede ser objeto
de reservas conforme a las disposiciones de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados
suscrita el 23 die rna yo de 1969,

POR TANTO la Comunidad die Dominica ratifica la Convención Americana sobre Derechos Humanos
sujeto alas siguientes reservas:

"1. Artículo 5, No debe leerse como una prohíbíción del castigo corporal administrado de
conformidad con la Ley de Castigo Corporal de Dominica o la Ley de Castigo de Delincuentes
Iuveniles..

2. Artículo 4.4. Se hace una reserva respecto de las. palabras "comunes conexos con los políticos.'

3. Artículo 8.2(c). Este Artículo no se aplicará en el case de Dominica.

4. Artículo 21..2, Debe interpretarse ala luz delas disposiciones de la Constitución de Dominica y
no amplifica o limi ta los derechos reconocidos por la Constitución,

5. Articulo 2'7.1. También debe leerse a 'la luz de nuestra Constitución y no amplifica (Ji limita los
derechos reconocidos ¡Xli' la Constitución,

6. Artículo 62. La Comunidad de Dominica no reconoce la jurisdicción de 'la Corte."

EN FE DE LO CUAL, vo. BRIAN GEORGE KEITH ALLEYNE, MIN'ISTRD DE RELACIONES
EXTERIORES Y UNIDAD DE elECS, firrno hoy este Instrumento de Ratificación y pongo el sello de la
Comunidad de Dominica.

Dado en Roseau este tercer día de junio dile mil novecientos novenIta JI tres.



ANEXO XJr1V

A TODOS VDS QllJ]E E'L lP'RESENTI: '1/IIEiRI:N,.

HAGO SAJEIER:

Que habiendo sido promulgado el Decreto N"
16.078 de lechal8 de enero de 1993, )xlr e] cual: se reconoce la competencia de la Corte lnteramericana de
Derechos Humanos para 11"1 interpretación y aplicación de ]1"1 Convención Americana sobre Derechos
Humanos o Pacto de San José de Costa Rica.

[,OH TANTO,.

el presente reeonoclmiento es por tiempo indefinido, JI debe interpretarse de contormidad a tos
principios que guían el Derechos Internacional, en el sentido de qlll,' este reconocimiento se refiere
expresamente a los hechos ocurridos con posterioridad ,1 este acto y sólo para, aquellos casos IE,n que
exista reciprocidad,

EN FE DE LO CUAL,. firmo IE::I presente que va
sellado con el Sello de Armas de ]101 República y refrendado por el Ministro Secretario de Estado en el
Departamento de Relaciones Exteriores, Doctor AIL.ID(]IS FRUTOS VAESKEN,. IE'n ]1"1 ciudad de
Asunción, Capital de 11"1 República del Paraguay, a los 11 días del mes de marzo del año mil novecientos
noventa y tres"



JAIME PAZ ZAMORA

P'IRESIDEN1['E CONSTITUCIONAL. DE LA HEPllJIBLICA DE BOLIVIA

PORCUANro:

El Gobierno Constitucional de la República, die conformidad con el articulo S'l'" inciso 12, de la
Constitución Política del Estado, medianil,' Leyl.BO die 111 die febrero, dispuso I¡I aprobación y
ratificación die la Convención Americana sobre Derechos Humanos, "P"I'¡:ltO de S,UI Jo~,É~ di,'Costa Rica",
suscrita en San José, Costa Rica, el 22 de noviembre de 11969 y el reconocírmento de 11", competencia de la
Comisión y de la Corte Interamerícana de Derechos Humanos" de conformidad con los artículos 45 y 62
die [a Convención.

lf'ORTANTO:

En uso de lill facultad que me confiere el inciso 2, del artfculo 96 de la Constitución Politica del Estado,
expido el presente Instrumento de Hatificación de la Convención Americana :SObI'lE: Derechos Humanos,
"Pacto de San José de Cosita Rica", asf como el reconocimiento de la competencia de la Cormsión
Interamericana de Derechos Humanos y el reconocimiento como obligatoria de pleno derecho,
incondicionalmente y por plazo indefinido de la [urisdícción y competencia de" la Corte Interarnericana
de Derechos Humanos, conforme al Artículo 62 de 'laConvención.

Firmado de mi mano. impreso el Giran Sello del Estado y refrendado por el Ministro de Relaciones
Exteriores y Culto, a objeto de que sea depositado en la Secretaria General de la Organización de los
Estados Americanos.• Washilnglton,

Es dado en Id Palado de Gobierno de la, ciudad de La Paz, a los veinte días del mes de mayo de mili
novecientos noventa y tres años.



AN'EXOXVI'

IEiSTADO DE RA'1[,[1f'ICACIONES y ADI'IJE¡SIONES

CONVENCION AMERICANA SOlEIREDERECHOS HUM[ANOS
""JI'ACTO D1Ei SAN ]IOSE DE COSTA RICA'"

Suscrita en SiU' [osé, Costa Rica el 22 de noviembre de 11969"
en la Conferencia Especíaltzada Interarnericana sobre Derechos Humanos

EN'1[1RADA EN VIGOR:

DElf'OSITARIO:

TElero:

lREGISTUO ONU:

18 de julio de 1978" conforme al artículo '7<L2 die la Convención

Secretaría General ()E~~" (Instrumento original y ra tlñcacíonesj

27 die agosto de 1979, No, 1179~j5

País .~'S

]:tÍJI;lIlIJllb1jillli

Argentina
Barbados
Bolivia
Brasil
Colombia
Costa Rica
Chile
Dominica
Ecuador
lE1 S,311v.1do]"
Estados Unidos
G:renada
Guatemala
Haití
Honduras
Jamaica
México
Nicaragua
Panamá
Paraguay
Perú
Rep,Dominicana
("' .
,~ll1nn.alme

Trinidad y 'Iobago
Uruguay
Venezuela

I'l!l:h,ll de
,1:iJ[J~tL¡1

02/Il/84
;!O/'11'1/ '78

;!2/XI/69
n/XI/69
22/XI/69

22/X1/69
22/)([/69
01/VI/?7
114/'11'11/78
22/XI/69

22/X1/69
16/IX/?7

22/X'[/69
22/K[/69
22/K1/69
2:1'/VIII/n'

07/IX/?7

22/XI/6S.
22/X!/6S.

Fecha die Depósito
del Instrumento de
l¡,¡Ij;ilk¡II~¡Jí~tU¡cAdhl:~liJí~tL

05/1X/84
27/XI/81
19/Vlli/79
2S/IX/92
31/VIII/73
08/1'11/70
21/VIIII/90
10/VI/93
213/XI1/n
:n/VI/?8

18/1,'111/78
25,/V/'78
27/1)(/'77
08/1)(/77
O:?/VIII/78
24/1111/81
25/1X/79
22/1,'1/:18
24/VIH/89
28/V11/:78
19/1'11'/78
1:2/XI/8?
29/'11/91
19/rV/8~;

1)9/'111111/:17

Fecha de Aceptación
¡JIe ComP'1: ti!ncia d e
Jlil:l::m:lJ:

05/IX/84

2:?/VU/93

21/V1/85
02/Vrl/:~~[1

21/\/111/90

24/VI'I/8~i

1)9/11)(/81

12/1[1/91
9/'11/90
26/11H/93
21/11/8'1

12/)(li/87
29/V/91
19/IV /85
24/VI/81



-134-·

l'lROTOCOLO ADIClIONAll, A lA CONVENCIION AMERICANA
SOBRE DER'ECHOS HIllIMANOS EN ]M:ATElRIIA DE

DIllR1EiCHOS ECONOMIICOS. SOCIAI.ES y ClJll,TURALES
"'JI'Ir,tOTOCOI.ODE SAN SALVADOR''''

Suscrito en San Salvador" El Salvador, e11? de noviembre de 1988,
en el Décimo Octavo Poríodo Ordinario die Sesiones

de la Asamblea Cenera!

Ell,TIRADAEN VIGOR:

D EI'OSIITARIO:

T1EiJ(]['O:

JRIEGIS'1['RO ONU::

Tan pronto como once Estados hayan depositado los respectivos
instrumentos die ratificación o adhesión.

Secretaría General (JEA (Instrumento original y ratificaciones).

PAISES
~;~!!(j~!~¡~!\JLi\,R!!¡;!S,

Argentina
Bolivia
Costa Rica
Ecuador
El Salvador
Cuatemala
Ha:itf
México
Nicaragua
Panamá
Perú

Rep. Dominicana
Suriname
Uruguay
Venezuela

H~CHADE

H!J~M!~~

17/X][/88
17/X][/88
17/XI[/88
17/XI/88
17/XI/88
17/XI/88
17/XI/88
17/XI/88
1'7/XI/88
17/XI/88
17/XI/88
17/XI/88

17/XI /88
27/1/89

Ir'ECHA DE DEPOSITO
DElINST1RUMIENTO DE
]~,!~~T]lEK~il,l;;]lD]~~l:CUU;!]:U;S,!!;;!r~¡

25/111/93

18/11/93

10/VII/90
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lf'ROTOCO][.O A tA CONVENCION AMERICANA
SOl3iRE DERECHOS HllJMll\.NOS

RE:LAT]IVO A LA AI3101.liCION DE ][.11.

)"'ENA DJE MUJERTE

Suscrita en ASU1111:'i¡ón" Paraguay el 9 de junio de 1990.,
en el: Vigésimo Período Ordinario de Sesiones

de la Asamblea Ceneral

ENTRADA EN VIGOR::

DEI'OSITAlRlIO::

']['IEXll'O:

R'EGISTRO ONU:

Para los Estados que lo ratiñquen o adhieran a él. a partir del
depósito del correspondiente instrumento de ratificación o adhesión.

Secretaría Ceneral OEA (Instrumento original y ratificaciones).

I'AISI¡S
:~!Jl!:;J~i[ll~:[I!~J~m:!~:i

]FECHA DE
]¡U~M~II.

:FEiCHA DE DElf'OS)TO
DEI. ]INSTRIJM1ENTO DE

!!W;][!Jm;;j~~!¡;]!l:l~~~U:UI,!;WU;~:iK!N

Costa Rica 28/X/91

Ecuador 27/VIIII/90

Nicaragua :!O/VIIII/90

Panamá 26/XI/90 28/'1'111/9]
'.ti

Uruguay 2/X/90

Venezuela 25/IX/90 6/X/93
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Ell ISBN incluldo en la cubierta del:", leerse correctamente como está en la siguiente ficha catalográflca.

341..245
C827"lí C0I1be Interamerícana ele Derechos Humanos.

Informe anual de la Corte Interamericana de Derechos Humanos/ Corte:
Interamericana de Derechos Humanos...· San José, C.R. : C0I1): Interameri
cana de Derechos Humanos, 11994.
1135 p.,; 27 cm.... (Serie: OEA/SER, L/V/III. 29 doc. 4).

Texto disponible en idioma inglés
ISBN: 9977·36·{liD8-1

1. Corte lnteramericana do: Derechos Humanos. 2. Derechos humanos.
]. Derechos humanos-América Latina. L Título, U. Serie,

En último párrafo de la cubierta, dentro de Los Estados Miembros, en lugar de "San Vicentes", léase.
ItS;aLJl Vicente".



!LA (JIRGANIZACIIDN D][[)DS ESTADIDS )!UliIERICANOS

Los propósitos de la Organización de los Estados Americanos (OEA) son los siguientes: afianzar la paz
y ta seguridad del Continente: prevenirlas posibles causas de diñcultades y asegurar la solución
pacíñca de las controversias que surjan entre los Estados Miembros: organizar la acción solidaria de
éstos en caso de agresión;: procurar la solución de los problemas políticos, jurídicos y económicos que se
susciten entre ellos.. y promover, por medio de la acción cooperativa, su desarrollo económico, social JI
cultural ..

Para, el logro de sus finalidades la OE./\. actúa por medio de la Asamblea General: la Reunión de
Consulta de Ministros de Rolarioncs Exteriores.. los tres Consejos (el Consejo Permanente, el Consejo
Interamericano Económico y Social JI el Consejo lnterarnericaho para la Educación, la Ciencia JI la
Cultura); el Comité [urídico Interamericano; la Comisión lnteramericana de Derechos Humanos: la
Secretaría General: las Conferencias Especializadas, y los Organismos Especializados.

La Asamblea Cencral se reúne ordinariamente una vez por año y cxtraordinariamente en circunstancias
especiales. La Reunión de Consulta se convoca con el fin de considerar asuntos de carácter urgente y
de interés común, y para servir de Organo de Consulta en la aplicación del Tratado Interamericano de
Asistencia Recíproca (TIAR), q¡ue es el principal instrumento para la acción solidaria en caso de
agresión. El Consejo Permanente conoce de los asuntos que le encomienda la Asamblea Ccneral ola
Reunión die Consulta y ejecuta las decisiones de ambas cuando su cumplimiento no haya sido
encomendado a otra entidad .. vela por el' mantenimiento de las relaciones de amistad entre los Estados
Miembros así' como por la observancia de las normas que regulan e] funcionarniento de la Secretaría
General y además. en determinadas circunstancias previstas en la Carta de la Organización, actúa
provisionalmente corno Órgano de Consulta para, la aplicación del TIAR Los otros dos Consejos, que
tienen sendas Comisiones Ejecutivas Permanentes, organizan la acción interamericana en sus campos
respectivos y se reúnen ordinariamente una vez por año. La SecretarfaCeneral es el órgano central y
permanente de la ()EA. La sede tanto del Consejo Permanente corno de la Secretaria Ceneral está
ubicada en Washington,. D. C.

La Organización die los Estados Americanos es la asociación lreg:ional de naciones más antigua del
mundo, pues su origen se remonta a la Primera Conferencia lntemacional Americana, celebrada en
'Washinglton, D. c., la cual creó, el 114 de abril de 1890, la Unión Internacional de las Repúblicas
Americanas. Cuando se estableció ]1.11 Organización de las Naciones Unidas se lintegró a ella con e]
carácter de organismo regional'. La Carta que la nge fue suscrita IE'n Bogotá en 11948 y entró en vigor e]
13 de diciembre de 19511. Fue reformada por el Protocolo de Buenos Aires suscrito en 1967 y en vigor
desde ell 2~7 de febrero de 1970, y también por el Protocolo die Cartagena de Indias suscrito en 1985 y en
vigor desde el: 16de noviembre de 1988 Hoy la OEA tiene treinta y cinco Estados Miembros.

:ESTADOS J\i!JIEM1EIROS:: Anfigua JI Barbuda, Argentina, Baharnas '¡Coml11ollweaHh de las!'"
uarbad o 1>,. Belice, Bolivia, Brasíl, Canadá, Cnlornbia, Costa. Rica, Cuba, Chile, Dominica
IICommonweaUh dc),Ec:uadul',. El Salvador, Estados Unidos, Crenada, Guatemala, Guyana, -Haití,
Honduras, J,"II1i1ka, México, Nicaragua, Panamá. Paraguay, Perú, República Dominicana, SI:.. Kitts y
Nevis, Santa Lucía, Sal1L Vicentes y las Granadinas, Suriname, Trinidad y Tobago, Uruguay,
Venezuela..


